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PROYECTO DE LEY NÚMERO 262 DE 2022 
CÁMARA

por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se 
crea la Comisión Legal del Congreso de la República 

para la defensa, protección y promoción de los derechos 
de los pueblos indígenas y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C.,
Doctor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Secretario General
Honorable Cámara de Representantes
Respetado doctor Lacouture:
Por medio de la presente, radicamos en su despacho, 

el Proyecto de ley número 262 de 2022 Por la cual 
se modifica y adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la 
Comisión Legal del Congreso de la República para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos de 
los Pueblos Indígenas y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto 
la creación de la Comisión Legal; para la Defensa, 
Protección y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas en el Congreso de la República para promover 
la implementación de la normatividad reconocedora de los 
derechos de los pueblos indígenas, y hacer seguimiento 
y control político a los programas y las políticas públicas 
para la defensa y promoción de los derechos individuales 
y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, 
desde una perspectiva de derechos.

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 55 de la Ley 5ª de 
1992, el cual quedará así: 

Artículo 55. Integración, denominación y 
funcionamiento. Además de las Comisiones Legales 
señaladas para cada una de las Cámaras con competencias 
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diferentes a estas corresponderá integrar aplicando 
el sistema del cociente electoral y para el periodo 
constitucional la Comisión de Derechos Humanos 
y Audiencias, la Comisión de Ética y Estatuto del 
Congresista, la Comisión de Acreditación Documental, 
la Comisión para la Equidad de la Mujer, la Comisión 
Legal de Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y 
Contrainteligencia, la Comisión Legal para la Protección 
de los Derechos de las Comunidades Negras o Población 
Afrocolombiana y la Comisión Legal para la Defensa, 
Protección y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas en el Congreso de la República.

Artículo 3°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de Ley 5ª de 1992 con un 
artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61I. Objeto de la Comisión Legal para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos de 
los Pueblos Indígenas. Esta Comisión tiene por objeto 
propender por un efectivo cumplimiento de las normas 
reconocedoras de derechos de los pueblos indígenas, 
de las garantías para el ejercicio y disfrute pleno de los 
derechos de los pueblos indígenas que contribuyan a su 
supervivencia étnica y cultural, así como por un eficaz 
control político desde el Congreso de la República, sobre 
políticas, proyectos o acciones públicas o privadas que 
los afecten. La defensa de su patrimonio; la generación 
de espacios y canales efectivos de participación y la 
visibilización de la población en el contexto local, 
nacional e internacional.

Artículo 4°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con un 
artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61J. Composición. La Comisión Legal para 
la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos de 
los Pueblos Indígenas en el Congreso de la República, 
estará integrada; por nueve (9) congresistas, de los cuales 
cinco (5) miembros por la Cámara de Representantes 
y cuatro (4) por el Senado de la República, quienes 
sesionarán conjuntamente previa convocatoria de la mesa 
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directiva, propendiendo porque sean congresistas que se 
autorreconozcan como indígenas o que manifiesten su 
interés y compromiso en hacer parte de la misma para 
promover la defensa de los derechos e intereses de esta 
población.

Parágrafo 1°. Los miembros de esta Comisión 
deberán ser designados dentro de los 15 días siguientes al 
inicio de cada legislatura ordinaria y serán escogidos por 
las plenarias de cada una de las cámaras.

Artículo 5°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con un 
artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61K. Funciones y atribuciones. La 
Comisión Legal para la Defensa, Protección y 
Promoción de los Derechos de los Pueblos Indígenas 
en el Congreso de la República, tendrá las siguientes 
funciones y atribuciones:

1. Elegir la Mesa Directiva de esta Comisión Legal.
2. Dictar y aprobar su propio reglamento para el 

desarrollo de su objeto institucional.
3. Verificar el cumplimiento de las leyes y normas 

relativas a los derechos de los pueblos indígenas en los 
entes territoriales, organismos descentralizados y demás 
instituciones públicas o privadas.

4. Hacer control y seguimiento a la implementación 
efectiva de las políticas públicas en materia de territorios, 
derechos humanos, ambiente, educación, salud, 
vivienda, empleo, cultura, deporte y recreación, turismo, 
comunicaciones, fronteras, mujer y familia, pueblos en 
riesgo de extinción y pueblos no contactados, y otros 
temas que afecten a estos pueblos, en el nivel nacional, 
departamental y municipal.

5. Velar por el respeto de los derechos humanos 
de la población indígena y el acatamiento de las normas 
del Derecho Internacional Humanitario en sus territorios, 
impulsar y hacer seguimiento a las investigaciones 
adelantadas por razón de la violación de los derechos 
indígenas en la perspectiva de reducir la impunidad, 
divulgar y propiciar el respeto por las decisiones de 
derecho propio, las estrategias y acciones frente al 
conflicto armado y en defensa de sus territorios, justicia y 
Gobiernos propios.

6. Hacer seguimiento y ejercer el control político 
al cumplimiento de las acciones y la ejecución de 
los presupuestos contemplados en los acuerdos y los 
compromisos adquiridos por el Gobierno nacional con 
los pueblos indígenas en el marco de la Consulta Previa 
al Plan Nacional de Desarrollo, capítulo indígena.

7. Conceptuar a solicitud de las comisiones legales 
señaladas para cada una de las cámaras legislativas (o 
de sus plenarias), sobre la pertinencia de adelantar el 
proceso de consulta previa a los pueblos indígenas, sobre 
iniciativas legislativas y normativas que cursen en el 
Congreso de la República.

8. Conferir menciones honoríficas y reconocimientos 
a la labor desarrollada por organizaciones sociales y/o 
personas, en la defensa, protección y promoción de los 
derechos de los pueblos indígenas.

9. Establecer alianzas con organismos nacionales e 
internacionales, entidades de derecho público y/o privado 
que defiendan los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales de los pueblos indígenas.

10. Presentar iniciativas legislativas que garanticen 
el ejercicio y materialización de los derechos individuales 
y colectivos de los pueblos indígenas, a las instancias 
definidas para consultar y concertar dichas iniciativas, 
así como acompañar otras iniciativas construidas con los 
pueblos indígenas y sus organizaciones representativas.

11. Ejercer control político sobre los diversos 
entes del Estado, sin perjuicio del control político que 
puede ejercer cualquier otro congresista, en relación 
con el diseño e implementación de planes, programas, 
proyectos y políticas públicas que afecten a los pueblos 
indígenas, y sobre el cumplimiento por parte del Estado 
de los tratados, convenios, protocolos y recomendaciones 
formuladas por los órganos y mecanismos internacionales 
creados en virtud de los tratados de derechos humanos, 
en relación con los derechos de los pueblos indígenas.

12. Hacer seguimiento a las normas y mecanismos 
que garanticen los derechos a la verdad, justicia, 
reparación integral y garantías de no repetición, en el 
marco de la implementación de las normas concertadas 
sobre víctimas de los pueblos indígenas por razón del 
conflicto armado interno.

13. Participar activamente en el fortalecimiento de 
las redes internacionales de indígenas parlamentarios, 
que buscan destacar el rol y la contribución de los 
parlamentos en la realización de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas en las Américas y en el resto del 
mundo.

14. Promover y celebrar audiencias públicas, foros, 
seminarios, simposios, encuentros, mesas de trabajo, 
conversatorios u otros, para conocer, informar y difundir 
los temas relacionados con la situación de los derechos de 
los pueblos indígenas, la legislación vigente, las políticas 
públicas existentes y los proyectos de ley que cursen en 
las Cámaras Legislativas.

15. Tramitar ante las Comisiones Constitucionales 
las observaciones y propuestas que por escrito presenten 
las autoridades indígenas y sus organizaciones 
representativas, las organizaciones de la sociedad civil, 
o los ciudadanos, respecto a proyectos de ley o actos 
legislativos que afecten la vida de las comunidades y los 
territorios indígenas.

16. Promover iniciativas y acciones que contribuyan 
al reconocimiento y promoción de la cultura, los valores, 
el arte, las tradiciones, los sistemas de organización 
sociopolítica y de justicia, la medicina tradicional, el 
territorio y la defensa de la madre tierra, de conformidad 
con el proyecto de nación multiétnica y pluricultural, 
consagrado por la Constitución Política.

17. Solicitar el acompañamiento de organismos 
nacionales e internacionales, entidades públicas o 
privadas y organizaciones de pueblos indígenas para el 
desarrollo de su misión institucional, desarrollar proyectos 
de investigación, promoción, defensa y divulgación de 
los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales de los pueblos indígenas.

18. Conceptuar de manera fundamentada sobre 
la necesidad de adelantar el proceso de consulta previa 
sobre los proyectos de ley y/o actos legislativos que 
cursen en el Congreso de la República.

19. Hacer seguimiento y coadyuvar en la elaboración 
y presentación de informes periódicos sobre el estado de 
los derechos de los pueblos indígenas en el marco de los 
instrumentos internacionales, tales como la Declaración 
de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos 
Indígenas y el Convenio 169 de la OIT. 20. 

20. Recibir y tramitar las propuestas formuladas por 
los pueblos indígenas y sus organizaciones representativas 
en la perspectiva de la defensa y garantía de sus derechos.

21. Atender los llamados de urgencia y las alertas 
emitidas por los Gobiernos indígenas en casos de 
violaciones de los derechos colectivos de los pueblos 
indígenas y/o infracciones al DIH en territorios indígenas, 
y de ser posible, sesionar en los territorios afectados.
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22. Presentar informes anuales a las Plenarias de 
las Cámaras y a la sociedad civil al término de cada 
legislatura, sobre el desarrollo de su misión institucional.

23. Todas las demás funciones que determine la ley.
Artículo 6°. Adiciónese a la Sección Segunda del 

Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con un 
artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61L. Sesiones. La Comisión Legal para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos de 
los Pueblos Indígenas en el Congreso de la República, 
se reunirá por convocatoria de su Mesa Directiva, como 
mínimo una vez al mes o cuando las circunstancias así 
lo exijan. Las decisiones de la Comisión serán adoptadas 
por mayoría simple y consignadas en actas que serán 
publicadas en la Gaceta del Congreso.

Artículo 7°. Mesa Directiva. La Comisión Legal 
para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas en el Congreso de 
la República, estará conformada por una Presidencia 
y una Vicepresidencia elegidas para un periodo de 
dos legislaturas, por mayoría simple y al inicio de la 
legislatura correspondiente.

Parágrafo 1º. La presidencia será ejercida por 
un congresista electo, correspondiendo un periodo al 
Senado de la República y el otro periodo a la Cámara de 
Representantes.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 383 de la Ley 5ª 
de 1992, con el numeral 3.15, del siguiente tenor:

3.15.  La Comisión Legal para la Defensa, 
Protección y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas en el Congreso de la República.

2 profesionales Universitarios (grado 06.) 
Parágrafo 1º. Los profesionales universitarios 

serán nombrados uno por la Dirección Administrativa 
del Senado de la República y el otro por la Dirección 
Administrativa de la Cámara de Representantes, de terna 
presentada por la mesa directiva de la Comisión.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 369 de la Ley 5ª 
de 1992, con el numeral 2.6.15, así:

2.6.15. La Comisión Legal para la Defensa, 
Protección y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas en el Congreso de la República

Un Coordinador(a) de la Comisión (grado 010), elegido 
por mayoría absoluta de los miembros de la Comisión 
Legal para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, y su nombramiento 
se efectuará a través de la dirección administrativa del 
Senado de la República.

Un Secretaria(o) Ejecutiva(o) (grado 05), nombrada(o) 
por la Dirección Administrativa de la Cámara de 
Representantes de terna presentada por la mesa directiva 
de la Comisión.

Artículo 10. Funciones del (la) coordinador(a); de 
la Comisión para la Defensa, Protección y Promoción de 
los Derechos de los Pueblos Indígenas. El Coordinador(a) 
de la Comisión tendrá las siguientes funciones:

1. Realizar y coordinar la labor administrativa de la 
Comisión.

2. Contribuir en la ejecución de las funciones de la 
Comisión.

3. Elaborar el Orden del Día de cada sesión, en 
coordinación con la Mesa Directiva de la Comisión.

4. Mantener informados a los integrantes de la 
Comisión sobre el curso de los temas tratados en las 
sesiones, así como hacer seguimiento al desarrollo de los 
mismos.

5. Llamar a lista a las sesiones, verificar el quórum 
y ejercer como secretario ah hoc en las sesiones de la 
Comisión.

6. Mantener una relación permanente con las 
instancias y espacios de concertación entre Gobierno y 
pueblos indígenas.

7. Establecer un vínculo constante con la comunidad 
académica y organismos nacionales e internacionales 
para facilitar el análisis de los temas tratados por la 
Comisión.

8. Atender las solicitudes formuladas por 
Senadores y Representantes relacionadas con el objeto 
de la Comisión y con las funciones que le son asignadas.

9. Las demás que le sean asignadas, por las leyes 
y normas reglamentarias posteriores de acuerdo con la 
naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Para desempeñar el cargo de 
Coordinador(a) de la Comisión para la Defensa y 
Protección de los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
se requiere acreditar título de profesional en derecho, 
ciencia política, ciencias sociales y/o carreras afines, 
y mínimo tres (3) años de experiencia de trabajo con 
pueblos y organizaciones indígenas.

Artículo 11. Funciones del Profesional Universitario 
de la Comisión Legal para la Defensa, Protección y 
Promoción de los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
Los/as profesionales universitarios de la Comisión Legal 
para la Defensa y Protección de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas tendrán las siguientes funciones:

1. Apoyar la labor interna de los Congresistas y 
miembros de la Comisión y la ejecución de los planes 
trazados por la Comisión.

2. Mantener informados a los miembros de la 
Comisión sobre el curso de los temas tratados en las 
sesiones, así como hacer seguimiento al desarrollo de los 
mismos.

3. Trabajar directamente con los estudiantes de 
judicatura y pasantes universitarios, en los temas que le 
asigne el Coordinador.

4. Las demás que le sean asignadas por las leyes 
y normas reglamentarias posteriores de acuerdo con la 
naturaleza de su cargo. 

Parágrafo. Para ser Profesional Universitario de la 
Comisión para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, se requiere acreditar 
título de profesional en derecho, ciencia política, ciencias 
sociales y/o carreras afines y un (1) año de experiencia 
profesional.

Artículo 12. Funciones de la Secretaría Ejecutiva 
de la Comisión Legal para la Defensa, Protección y 
Promoción de los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Legal para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas tendrá las siguientes funciones:

1. Dar información a las personas y entidades que 
lo soliciten.

2. Recibir, ordenar e informar al Coordinador(a) 
sobre la correspondencia recibida y buscar la información 
que ayude a su pronta y adecuada tramitación.

3. Atender al público en general, representantes de 
organizaciones sociales y demás servidores públicos.

4. Llevar la agenda diaria de compromisos de la 
Mesa Directiva de la Comisión y mantenerla informada 
de sus actividades y compromisos más importantes.

5. Llevar un archivo de las proposiciones, 
constancias y conceptos que sean radicados o aprobados 
en las plenarias o en las diversas comisiones, así como de 
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las actividades, comunicados y toda la información que 
llegue y salga de la Comisión.

6. Grabar y transcribir las intervenciones de cada 
uno de los integrantes y de las demás personas que 
participen en las sesiones.

7. Remitir los documentos transcritos a la 
Coordinación de la Comisión o a la persona encargada, 
para la elaboración del proyecto de acta respectiva. 

8. Ordenar el archivo en cuanto a cintas y 
transcripciones para darle mayor agilidad a la Comisión. 

9. Organizar el Centro de Documentación de la 
Comisión sobre los temas que esta adopte como agenda 
en la respectiva legislatura. 

10. Las demás que se le asignen acordes con la 
naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Para desempeñar el cargo de Secretaria 
Ejecutiva de la Comisión Legal para la Defensa y 
Protección de los Derechos de los Pueblos Indígenas, se 
debe acreditar título de bachiller y ser técnico profesional 
en secretariado o carreras similares y acreditar un (1) año 
de experiencia.

Artículo 13. De la planta de personal de la Comisión. 
Los profesionales universitarios, el coordinador y la 
secretaria ejecutiva de la comisión gozarán de los mismos 
derechos que los empleados del Congreso de acuerdo 
al régimen establecido por cada una de las Cámaras 
según corresponda a su nombramiento. El régimen 
administrativo y disciplinario de estos empleados estará 
a cargo de la entidad nominadora. 

Artículo 14. De los judicantes y practicantes. La 
Comisión Legal para la Defensa y Protección de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas podrá tener pasantes 
y hasta tres (3) judicantes acogiendo las disposiciones y 
convenios que para tal efecto ha establecido el Congreso 
de la República con las distintas Instituciones de 
Educación Superior. 

Artículo 15. Costo fiscal. Las Mesas Directivas del 
Senado de la República y la Cámara de Representantes 
incluirán en el Presupuesto Anual de Gastos del Congreso 
de la República, que hace parte de la Ley de Presupuesto 
General de la Nación para cada vigencia fiscal, las 
partidas correspondientes al pago de la planta de personal 
conforme a lo establecido en la presente ley. Los gastos 
administrativos y de funcionamiento de la Comisión 
Legal para la Defensa y Protección de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, serán asumidos con cargo al 
presupuesto que para cada vigencia asigne el Senado de 
la República.

Artículo 16. Vigencia. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE 

LEY
El presente proyecto de ley orgánica se viene 

construyendo desde el mes de julio de 2022 a través 
de varios comités con los resguardos indígenas del 
departamento del Guainía; resguardos indígenas 
preocupados por el sentir de la mayoría de comunidades 
indígenas del país, sobre la falta de cumplimiento 
de nuestra constitución política y de sus derechos 
constitucionales. Así mismo, el incumplimiento a los 
compromisos adquiridos por los diferentes Gobiernos 
nacionales de la última década que no se cumplen.

2. OBJETO Y CONTENIDO
El proyecto de ley orgánica cuenta con 16 artículos, 

distribuidos así;
El Artículo 1°. Desarrolla el objeto de la ley que, 

como se ilustra arriba, busca la creación de la Comisión 
Legal; para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas en el Congreso de 
la República, con el fin de promover la implementación 
de la normatividad reconocedora de los derechos de los 
pueblos indígenas, y hacer seguimiento y control político 
a los programas y las políticas públicas para la defensa 
y promoción de los derechos individuales y colectivos 
de los pueblos y comunidades indígenas, desde una 
perspectiva de derechos.

El Artículo 2°. Adiciona el artículo 55 de la Ley 5ª de 
1992, incorporando al texto orgánico la Comisión Legal; 
para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas en el Congreso de la República.

El Artículo 3°. Adiciona al estatuto orgánico un 
nuevo artículo en la Sección Segunda del Capítulo IV, 
del Título II de Ley 5ª de que desarrolla el objeto de 
esta comisión legal para propender por un efectivo 
cumplimiento de las normas reconocedoras de derechos 
de los pueblos indígenas, de las garantías para el ejercicio 
y disfrute pleno de los derechos de los pueblos indígenas 
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que contribuyan a su supervivencia étnica y cultural, así 
como por un eficaz control político desde el Congreso 
de la República, sobre políticas, proyectos o acciones 
públicas o privadas que los afecten. La defensa de su 
patrimonio; la generación de espacios y canales efectivos 
de participación y la visibilización de la población en el 
contexto local, nacional e internacional.

El Artículo 4°. Adiciona al estatuto orgánico un 
nuevo artículo en la Sección Segunda del Capítulo IV, del 
Título II de la Ley 5ª de 1992. Describe la composición 
que tendrá la Comisión Legal para la Defensa, Protección 
y Promoción de los Derechos de los Pueblos Indígenas en 
el Congreso de la República. La cual estará integrada; por 
nueve (9) congresistas, de los cuales cinco (5) miembros 
por la Cámara de Representantes y cuatro (4) por el Senado 
de la República, quienes sesionarán conjuntamente 
previa convocatoria de la mesa directiva, propendiendo 
porque sean congresistas que se autorreconozcan como 
indígenas o que manifiesten su interés y compromiso en 
hacer parte de la misma para promover la defensa de los 
derechos e intereses de esta población.

El Artículo 5°. Adiciona al estatuto orgánico un nuevo 
artículo en la Sección Segunda del Capítulo IV, del Título 
II de la Ley 5ª de 1992. El cual enumera las funciones 
que deberá tener la Comisión Legal para la Defensa, 
Protección y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas en el Congreso de la República. Plantea entre 
otras funciones la de verificar el cumplimiento de las leyes 
y normas relativas a los derechos de los pueblos indígenas 
en los entes territoriales, organismos descentralizados y 
demás instituciones públicas o privadas. Hacer control y 
seguimiento a la implementación efectiva de las políticas 
públicas en materia de territorios, derechos humanos, 
ambiente, educación, salud, vivienda, empleo, cultura, 
deporte y recreación, turismo, comunicaciones, fronteras, 
mujer y familia, pueblos en riesgo de extinción y pueblos 
no contactados, y otros temas que afecten a estos pueblos, 
en el nivel nacional, departamental y municipal. Velar 
por el respeto de los derechos humanos de la población 
indígena y el acatamiento de las normas del derecho 
internacional humanitario en sus territorios, impulsar 
y hacer seguimiento a las investigaciones adelantadas 
por razón de la violación de los derechos indígenas 
en la perspectiva de reducir la impunidad, divulgar y 
propiciar el respeto por las decisiones de derecho propio, 
las estrategias y acciones frente al conflicto armado 
y en defensa de sus territorios, justicia y Gobiernos 
propios. Hacer seguimiento y ejercer el control político 
al cumplimiento de las acciones y la ejecución de 
los presupuestos contemplados en los acuerdos y los 
compromisos adquiridos por el Gobierno nacional con 
los pueblos indígenas en el marco de la Consulta Previa al 
Plan Nacional de Desarrollo, capítulo indígena. Tramitar 
ante las Comisiones Constitucionales las observaciones 
y propuestas que por escrito presenten las autoridades 
indígenas y sus organizaciones representativas, las 
organizaciones de la sociedad civil, o los ciudadanos, 
respecto a proyectos de ley o actos legislativos que afecten 
la vida de las comunidades y los territorios indígenas.

El Artículo 6°. Adiciona al estatuto orgánico un nuevo 
artículo en la Sección Segunda del Capítulo IV, del Título 
II de la Ley 5ª de 1992. Reglamentando las sesiones de la 
Comisión Legal para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas en el Congreso 
de la República, que debe reunirse como mínimo una vez 
al mes. Las decisiones de la Comisión serán adoptadas 
por mayoría simple.

El Artículo 7°. Indica la conformación de la Mesa 
Directiva de la Comisión Legal para la Defensa, 

Protección y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas en el Congreso de la República.

El artículo 8° y artículo 9°. Adicionan la planta de 
personal del Congreso de la República, para integrar la 
Comisión Legal para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas en el Congreso 
de la República. Que involucrarán dos profesionales 
universitarios, un Coordinador(a) de la Comisión y un 
Secretaria(o) Ejecutiva(o).

El artículo 10, artículo 11, artículo 12. Establecen las 
Funciones de la planta de personal de la Comisión para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas. Como lo son; los dos profesionales 
universitarios, un Coordinador(a) de la Comisión y un 
Secretaria(o) Ejecutiva(o).

El artículo 13. Garantiza los mismos derechos 
para la nueva planta de personal de la Comisión que 
los empleados del Congreso de acuerdo al régimen 
establecido por cada una de las Cámaras según 
corresponda a su nombramiento. 

El artículo 14. Establece la posibilidad de tener 
pasantes y judicantes en la Comisión Legal para la 
Defensa y Protección de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, acogiendo las disposiciones y convenios que 
para tal efecto ha establecido el Congreso de la República 
con las distintas Instituciones de Educación Superior.

El artículo 15. Se refiere al costo fiscal que de acuerdo 
al proyecto de ley será responsabilidad de las Mesas 
Directivas del Senado de la República y la Cámara de 
Representantes incluir en el Presupuesto Anual de Gastos 
del Congreso de la República, que hace parte de la Ley 
de Presupuesto General de la Nación para cada vigencia 
fiscal, las partidas correspondientes al pago de la planta 
de personal conforme a lo establecido en la presente 
ley. Los gastos administrativos y de funcionamiento de 
la Comisión Legal para la Defensa y Protección de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, serán asumidos con 
cargo al presupuesto que para cada vigencia asigne el 
Senado de la República.

El artículo 16. Determina la vigencia de la presente 
ley, que será a partir de su promulgación. 

3. FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y 
NORMATIVOS

a) FÁCTICOS
De acuerdo con el DANE, la población indígena a 

nivel nacional ha venido en aumento desde el 2005 al 
2018, tuvo un incremento del 36,8%. Para un total de 
1.905.617 indígenas a nivel nacional1. 

Es importante conocer cómo se encuentran nuestras 
comunidades indígenas en varios aspectos sociales, 
económicos, educativos y de calidad de vida. Los cuales 
se ilustran a continuación: 

 

1   file:///C:/Users/Usuario/Downloads/presentacion-
grupos-etnicos-2019.pdf
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Las estadísticas del DANE no mienten, podemos evidenciar 
cómo se encuentran las comunidades u hogares indígenas del 
país, sus números están siempre en rojo, nada alentadores y 
cada día más abandonados por el Gobierno nacional, por eso 
es tan urgente la creación de esta comisión para poder cumplir 
los fines constitucionales. 

Cabe resaltar, que “los pueblos indígenas y las 
comunidades afrocolombianas son víctimas de violaciones 
sistemáticas a sus derechos individuales y colectivos, y 
de infracciones al derecho internacional humanitario. En 
particular; i) asesinato de sus líderes, ii) masacres, iii) 
restricción de movimiento, iv) bloqueos de comunidades, v) 
reclutamiento forzado de jóvenes, vi) violación de mujeres, 
vii) ocupación ilegal de sus territorios, viii) presencia de 
minas en territorios indígenas, y ix) desplazamiento forzado. 

Las acciones violentas dirigidas hacia los pueblos 
indígenas y las comunidades afrocolombianas han aumentado 
en los últimos cinco años. Los territorios colectivos de 
los pueblos indígenas (resguardados) y las comunidades 
afrocolombianas (tierras de comunidades negras), se han 
convertido en escenarios estratégicos de los grupos armados 
ilegales. Distintas circunstancias han incidido sobre este 
fenómeno: i) Intereses políticos y económicos (asociados 
a megaproyectos productivos y cultivos ilícitos) en sus 
territorios, localizados en corredores estratégicos o zonas 
de frontera, ii) creciente militarización de las fronteras y el 
repliegue de los grupos armados ilegales en sus tierras. Estas 
además son objeto de esparcimiento de herbicidas con el fin 
de combatir la relocalización de los cultivos indígenas”2. 

b) NORMATIVOS:
El presente proyecto de ley propone la modificación de la 

ley orgánica 5a de 1992 ” Por la cual se modifica y adiciona 
la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal del Congreso 
de la República para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas y se dictan otras 
disposiciones” con el objetivo de crear una nueva comisión 
legal, razón por la cual el mismo debe surtir el trámite 
correspondiente a las leyes orgánicas, según lo dispuesto en 
el artículo 151 de la Constitución Política. 

Ley 5ª de 1992- Artículo 140. Iniciativa legislativa. 
Pueden presentar proyectos de ley: 1-los senadores y 
representantes a la Cámara individualmente y a través de las 
bancadas. 

2   UNHCR-ACNUR. Enfoque diferencial étnico de la 
oficina del Acnur en Colombia. Estrategia de transversa-
lización y protección de la diversidad 2005. 

Constitución política – “artículo 151; El Congreso 
expedirá leyes orgánicas a las cuales estará sujeto el ejercicio 
de la actividad legislativa. Por medio de ellas se establecerán 
los reglamentos del Congreso y de cada una de las Cámaras, 
las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del 
presupuesto de rentas y ley de apropiaciones y del Plan 
General de Desarrollo, y las relativas a la asignación de 
competencias normativas a las entidades territoriales. Las 
leyes orgánicas requerirán, para su aprobación, la mayoría 
absoluta de los votos de los miembros de una y otra Cámara”.

Al respecto ha sostenido la jurisprudencia constitucional; 
“La Corte se ha pronunciado en diversas oportunidades 
sobre la naturaleza y jerarquía de las leyes orgánicas, su 
poder condicionante de la actividad legislativa ordinaria, y 
la necesidad de que su modificación deba ajustarse al trámite 
previsto para su aprobación (…).

La especial jerarquía que revisten las leyes orgánicas 
deriva de que además de satisfacer los requisitos generales 
para la aprobación de cualquier otra ley, debe cumplir 
algunas exigencias adicionales (…).

Como lo ha destacado la jurisprudencia de esta Corte, 
las leyes orgánicas presentan rasgos y requisitos especiales 
en los siguientes aspectos: i) El fin de la ley, ii) su contenido o 
aspecto material, iii) la votación mínima aprobatoria, y iv) el 
propósito del legislador. 

En cuanto al primer rasgo, el artículo 151 de la Carta 
precisa que a este tipo de leyes “estará sujeto el ejercicio de 
la actividad legislativa”. De manera que su finalidad es la 
de regular una materia específica, condicionando posteriores 
desarrollos legislativos, en la medida que organiza e integra 
la materia objeto de su regulación. 

En cuanto al segundo rasgo, el contenido material, la 
propia Carta indica las materias que conforman la reserva 
de la ley orgánica, como excepción a la cláusula general 
de competencia en cabeza del legislador ordinario, y que 
sirven para proteger procesos considerados de especial 
importancia por el constituyente, como son el funcionamiento 
del Congreso, la planeación del desarrollo, lo relativo al 
presupuesto y al ordenamiento territorial. En ese orden 
de ideas, atribuye reserva de ley orgánica a las leyes que 
reglamentan el congreso y cada una de las Cámaras; las 
normas sobre preparación, aprobación y ejecución del 
presupuesto de rentas y ley de apropiaciones; el Plan General 
de Desarrollo; y la asignación de competencias normativas a 
las entidades territoriales. 

El tercer requisito, comporta la exigencia de un umbral 
especial para la aprobación de un proyecto de ley orgánica, 
consistente en la mayoría absoluta de los miembros de 
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una y otra Cámara (C-P- artículo 151). Esta aprobación 
privilegiada pretende “la obtención de mayor consenso de 
las fuerzas políticas representadas en el Congreso de la 
República, lo cual garantiza mayor legitimidad democrática 
a la ley que va a autolimitar el ejercicio de la activada 
legislativa”.

Finalmente, en lo que concierne al cuarto elemento 
distintivo, el propósito del legislador, significa que el propio 
trámite legislativo debe aparecer clara, expresa y positiva 
la voluntad del Congreso de aprobar o modificar una ley de 
naturaleza orgánica. “Esta exigencia busca garantizar la 
transparencia en el curso del debate democrático, y abrir 
espacios discursivos y participativos de control político que, 
en muchos casos no tienen lugar cuando lo que se débete es 
la aprobación de una ley ordinaria”.

En estas condiciones, si un proyecto pretende convertirse 
en ley orgánica deberá reunir no sólo los requisitos 
ordinarios para aprobación de toda ley sino, además, 
las características especiales de las leyes de naturaleza 
orgánica: la ausencia de cualquiera de ellos provoca su 
inconstitucionalidad”3. 

La Ley 74 de 1968 – “Artículo 11 - 1. Los Estados Partes 
en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona 
a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso 
alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora 
continua de las condiciones de existencia. Los Estados 
Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la 
efectividad de este derecho reconocido a este efecto la 
importancia esencial de la cooperación internacional 
fundada en el libre consentimiento”.

La Ley 74 de 1968 – “Artículo 13 - 1. Los Estados Partes 
en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona a 
la educación. Convienen en que la educación debe orientarse 
hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana 
y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto 
por los derechos humanos y las libertades fundamentales. 
Convienen asimismo en que la educación debe capacitar 
a todas las personas para participar efectivamente en una 
ciudad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos 
raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de 
las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz”.

En la Constitución política – “Artículo 1°. Colombia 
es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en 
el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y 
en la prevalencia del interés general”.

En la Constitución Política – “Artículo 7°. El Estado 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la 
nación colombiana”.

En la Constitución Política – “Artículo 13; Todas las 
personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados. (…).

Ahora bien, existe un amplio precedente judicial en 
favor de las comunidades indígenas que no se puede dejar 
a un lado, pues es la Corte Constitucional la llamada 
a interpretar y proteger los derechos constitucionales. 
Entre varias sentencias tenemos varios conceptos ya 
interpretados y desarrollados por la misma como; el 
“PRINCIPIO DE PLURALISMO Y DIVERSIDAD 

3   Sentencia C- 289 de 2014 M. P. Luis Ernesto Var-
gas.

ÉTNICA Y CULTURAL-Autonomía y autogobierno como 
una de las manifestaciones de los derechos a la subsistencia 
e integridad de las comunidades étnicas;

En el precedente constitucional vigente, se ha precisado 
que el derecho a la autonomía tiene tres manifestaciones, 
a saber: i) La potestad a intervenir en las decisiones que 
las afecta como comunidad, ya sea en el estándar de 
participación, de consulta previa o de consentimiento 
previo libre e informado; ii) la representación política de los 
pueblos en el Congreso de la República; y iii) la posibilidad 
de que se configuren, mantengan o modifiquen las formas 
de Gobierno que permita autodeterminar y autogestionar 
sus dinámicas sociales, entre ellos resolver sus disputas. 
Cabe resaltar que el Estado tiene vedado intervenir en esos 
espacios y en las decisiones que se derivan de los mismos, 
pues son barreras que garantizan la autonomía, la identidad 
y diversidad de los grupos étnicos.

En definitiva, la Constitución de 1991 tiene el carácter 
de pluralista y participativo, lo que se traduce en reconocer 
y respetar las diferentes formas de ver el mundo e interpretar 
el pasado. Ello se concreta en los principios de diversidad e 
identidad, que implican el reconocimiento y respeto de toda 
manifestación cultural de los colectivos étnicos diversos, 
por ejemplo, los saberes ancestrales medicinales, así como 
las tradicionales culturales, dado que se relacionan con las 
formas de percibir el mundo y la vida. Para garantizar esos 
ámbitos, la Corte Constitucional ha reconocido un derecho 
de reconocimiento a la diversidad e identidad cultural, el 
cual trata de asegurar que las comunidades étnicas ejerzan 
sus derechos fundamentales de acuerdo con su cosmovisión 
y tengan la posibilidad de autogestionarse. Dicha 
protección beneficia a todo colectivo étnico, como sucede 
con los pueblos indígenas, afrodescendientes, raizales, 
palenqueros, y/o población ROM”4.

Al Estado se le ha olvidado que la Corte Constitucional lo 
ha exhortado en varias oportunidades a darle cumplimiento 
al “DERECHO FUNDAMENTAL A LA DIVERSIDAD 
E IDENTIDAD CULTURAL DE COMUNIDADES Y 
GRUPOS ÉTNICOS-Deberes del Estado; (i) reconocer, 
respetar y proteger la diversidad étnica y cultural, lo 
cual incluye la economía de subsistencia de los pueblos 
indígenas; (ii) promover los derechos sociales, económicos 
y culturales de los pueblos indígenas, respetando sus 
costumbres, tradiciones e instituciones; (iii) adoptar 
medidas especiales para garantizar a estas comunidades 
el disfrute de sus derechos y la igualdad, real y efectiva, 
para el ejercicio de los mismos; en concordancia deben ser 
protegidos ante la violación de sus derechos y asegurar que 
accedan a procedimientos legales efectivos”5.

4. RELACIÓN DE POSIBLES CONFLICTOS 
DE INTERÉS

De conformidad con lo establecido en el artículo 3° de 
la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, que modifica el 
artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, estableciendo la obligación 
del ponente del proyecto de presentar la descripción de 
las posibles circunstancias o eventos que podrán generar 
un conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, frente al presente proyecto, se considera que no 
genera conflictos de interés, toda vez que la iniciativa busca 
crear la Comisión Legal del Congreso de la República 
para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas. No obstante, se recuerda que lo 
anterior no exime del deber del Congresista de identificar las 
causales que puedan generar conflictos de interés.

5. IMPACTO FISCAL
La presente iniciativa impacta de manera directa los 

gastos de funcionamiento del Senado de la República y la 

4   http://www.secretariasenado.gov.co/senado/
basedoc/c-480_2019.html#INICIO

5   h t tp s : / /www.cor t econs t i t uc iona l .gov.co /
relatoria/2019/t-063-19.htm

http://go.vlex.com/vid/42867930?fbt=webapp_preview&addon_version=5.0.6
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-063-19.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-063-19.htm
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Cámara de representantes en forma proporcional, para cubrir 
la remuneración de la planta de personal de la Comisión 
Legal para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, correspondiente 
a los cargos de; 2 profesionales Universitarios (grado 
06). Un Coordinador(a) de la Comisión (grado 010), 
Un Secretaria(o) Ejecutiva(o) (grado 05), y los gastos 
mínimos de funcionamiento.

El personal requerido para el cumplimiento de 
la misión institucional de la Comisión se fijó bajo el 
criterio de racionalidad del gasto público y se constituye 
en el mínimo requerido para imprimir la dinámica que 
demanda la comisión. 

Atendiendo la autonomía financiera y administrativa 
que corresponde a las cámaras por mandato de la ley, 
los recursos requeridos para el funcionamiento de la 
Comisión Legal para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas serán incluidos 
anualmente en el presupuesto de funcionamiento de 
ambas cámaras, previa su discusión y aprobación.

Atentamente, 

 
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 263 DE 2022 
CÁMARA

por el cual se modifica el artículo 45 de la Ley 99 de 
1993

Bogotá, 1° de noviembre de 2022
Doctor
JAIME LUIS LACOUTURE
Secretario General
Cámara de Representantes.
Ciudad. 
Asunto: Radicación del proyecto de ley número 

263 de 2022 Cámara, por el cual se modifica el artículo 
45 de la Ley 99 de 1993.

Respetado doctor Lacouture:
En cumplimiento de mi deber constitucional y legal, 

y particular actuando en consecuencia con lo establecido 
en la Ley 5ª de 1992 (reglamento del Congreso de la 
República), en mi calidad de Congresista de la República, 
radicó ante su despacho el proyecto de ley número 263 de 
2022 Cámara, “Por el cual se modifica el artículo 45 de 
la Ley 99 de 1993”.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El objetivo del presente proyecto de ley es compensar 

a los resguardos, municipios, distritos y departamentos 
por lo que aportan a estos proyectos, su posición 
geográfica y la velocidad de los vientos, características 
únicas presentes en distintos departamentos de la 
geografía colombiana; dada la posición privilegiada para 
la instalación de los parques de generación de energía 
eólica o solar.

Colombia es una de las regiones de Sudamérica que 
cuenta con las mejores condiciones para producir la 
energía eólica, siendo el departamento de La Guajira el 
que mejores corrientes de viento ofrece. Desde la ley 1955 
de 2019 “Plan Nacional de Desarrollo”, se promueve 
este tipo de energías, como una oportunidad para 
lograr sustituir las fuentes tradicionales de producción 
de energía. Sin embargo, los parques eólicos y su 
infraestructura requieren de gran capital, por lo que desde 
el Congreso de la República a través de la Ley 1715 de 
2014, se establecieron, entre otros mecanismos, incentivos 
tributarios para estimular el desarrollo de fuentes 
alternativas de energía en Colombia, complementarias 
a la matriz energética actual que pueden ser muy útiles 
en condiciones climáticas extremas donde hay escases 
como lo es el Fenómeno del Niño, y contribuyen en el 
cumplimiento de los compromisos del Acuerdo de París, 
en la reducción del 20% las emisiones de gases de efecto 
invernadero producidos con combustibles fósiles.

Por ejemplo, el departamento de La Guajira 
especialmente municipios como Uribia es un ente 
territorial ubicado al norte del departamento colombiano 
más septentrional. La mayoría de su población pertenece 
al pueblo wayúu, que habita este territorio desde tiempos 
inmemoriales y es reconocido como propietario colectivo 
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del gran resguardo indígena de la Alta y Media Guajira, 
que se extiende por el área rural. El municipio pertenece a 
la más nórdica de las penínsulas suramericanas (península 
de La Guajira), está situada en el extremo nororiental de 
la República de Colombia y de América Austral.

Colombia ha instalado 2 grandes parques eólicos en 
el municipio de Uribia, La Guajira: Jepirachi, con 15 
aerogeneradores inaugurados en el año 2003, y Wayúu 
con 20 megavatios. La Guajira tiene un potencial de más 
de 20 GW. La evaluación del potencial eólico del país se 
encuentra en estado incipiente. A escala macro, la región 
más atractiva desde el punto de vista eólico es la costa 
Atlántica colombiana, donde los vientos aumentan en 
dirección a la península de La Guajira. 

Se han identificado otras regiones de interés como 
el departamento de Arauca y algunas zonas de los 
altiplanos en las cordilleras. En efecto, la información 
disponible sobre la Media y Alta Guajira, indica que 
esta zona podría representar una de las alternativas 
con mayores posibilidades futuras para la generación 
eólica, tanto por sus fuertes vientos, como por otras 
particularidades -dirección, distribución de frecuencias y 
complementariedad con el régimen hidrológico-, además 
de las excelentes condiciones físicas para parques eólicos.

Localmente, según el Mapa Eólico de Colombia 
de 2006, se destacaron 16 lugares de Colombia donde 
las intensidades del viento son importantes para el 
aprovechamiento del recurso eólico. 3 sitios donde los 
vientos son persistentes y superiores a 5m/s durante todo 
el año: Galerazamba en el departamento de Bolívar, 
Gachaneca en Boyacá y la isla de San Andrés en el 
mar Caribe colombiano. 3 sitios donde las velocidades 
son persistentes, pero en el rango entre los 4 y 5m/s: 
La Legiosa en el Huila, isla de Providencia en el mar 
Caribe y Riohacha en La Guajira. Los restantes 10 
lugares no guardan una gran persistencia en la velocidad 
del viento excepto para determinadas épocas y/u horas 
del año como son: Villacarmen en Boyacá, Obonuco en 
Nariño, Cúcuta y Ábrego en Norte de Santander, Urrao 
en Antioquia, Soledad en Atlántico, Santa Marta en 
Magdalena, Bucaramanga en Santander, Anchique en 
Tolima y Bogotá en Cundinamarca.

Durante todo el año, valores de densidad de energía 
eólica entre 2.197 y 2.744 W/m2, alcanzando aun valores 
entre 2.744 y 3.375 W/m2, se mantienen en la península 
de La Guajira. Al igual que el campo del viento y de 
densidad de energía eólica a 20 metros de altura, la 
densidad de energía eólica a 50 metros en el resto del país 
presenta variaciones dentro del ciclo estacional.

Pero dada las bondades de tener el beneficio de la 
energía de los vientos, el déficit de servicios básicos en 
la zona de influencia del proyecto es uno de los más altos 
de todo el país. Para una demanda de casi 3,5 millones 
de metros cúbicos de agua potable, la oferta no llega a 
un millón, y para una demanda energética de más de 35 
millones de kilovatios, la oferta es no llega a 5,5 millones. 
“El agua potable es vital”, porque en la región hay una 
gran incidencia de enfermedades asociadas con la falta 
de este servicio.

En el área de influencia directa del parque, donde 
están las obras y equipos, se localizan las comunidades 
de arutkajüi (acercándose sigilosamente en wayuunaiki) 
constituida por 77 personas pertenecientes al clan 
epieyuu, y la comunidad de kasiwolín (como las borlas 
de la vestimenta wayuu que tienen cola prolongada) 
constituida por 111 personas de los clanes pushaina, 
uliana y epieyuu. 

Como área de influencia indirecta se considera el 
sector indígena de Media Luna, (zona de tránsito a 
Puerto Bolívar, principal puerto exportador de carbón 

colombiano y de ingreso de equipos para el parque eólico) 
el cual está conformado por varias rancherías trasladadas 
a su ubicación actual debido a la construcción del puerto.

Así las cosas, aunque es evidente el beneficio del viento 
para la generación de energía, La Guajira específicamente 
el municipio de Uribia sufre por la desertificación de 
sus suelos, tanto es que las acciones emprendidas por 
Corpoguajira están enmarcadas dentro del objetivo 
general, “Adelantar acciones contra la degradación de 
tierras, desertificación y mitigación de los efectos de 
la sequía, así como para el manejo sostenible de los 
ecosistemas de las zonas secas, a partir de la aplicación 
de medidas prácticas que permitan prevenir, detener y 
revertir dichos procesos degradativos y contribuir al 
desarrollo sostenible de las zonas afectadas”.

Ahora bien, en el año 2014 fue aprobada por el 
Congreso de la República de Colombia la Ley 1715 de 
2014, “Por medio de la cual se regula la integración de 
las energías renovables no convencionales al Sistema 
Energético Nacional”, ley por medio de la cual se expide 
el marco normativo colombiano para la promoción y 
desarrollo de las Fuentes No Convencionales de Energía 
Renovable en Colombia. 

En igual sentido y tal como se anotó anteriormente se 
expidió el Decreto 570 de 2018, que no solo establece la 
hoja de ruta para la reconversión de la matriz energética 
nacional a través del impulso de iniciativas de generación 
provenientes de fuentes renovables y complementarias a 
las actuales, sino el estímulo para el aprovechamiento 
de este tipo de recursos que ayudan a mejorar el acceso, 
aumentar la eficiencia y reducir las emisiones de gases 
de efecto invernadero. En ese sentido, entendemos este 
proyecto de ley como una compensación al municipio 
de Uribia dentro de los frutos que se recogen al obtener 
beneficios producto de sus vientos.

MARCO JURÍDICO
Este proyecto de ley es de iniciativa parlamentaria, 

acorde a lo contenido en el artículo 140 de la Ley 
5ª de 1992, por lo que tiene un origen legítimo. De la 
misma manera, el proyecto de ley se encuentra dentro 
de las funciones que tiene el Congreso de la República 
legitimadas para legislar, según el artículo 150 en su 
numeral 23 de la Constitución Política: “Artículo 150. 
Corresponde al Congreso hacer las leyes. 

Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: 
• 23. Expedir las leyes que regirán el ejercicio de 

las funciones públicas y la prestación de los servicios 
públicos”. 

Este proyecto está acorde al ordenamiento 
jurídico según el cual la ley puede establecer que 
varios departamentos tengan diversas competencias y 
capacidades de mejora en la prestación de los servicios 
públicos, como establece el artículo 302 de la Constitución 
Política. Así como lo dispuesto en los artículos 365 y 367 
de la Constitución. 

En la legislación vigente existen mecanismos de 
promoción del autoabastecimiento de energías no 
renovables, como la energía solar. La ley 1715 de 2014 
es uno de los mecanismos mediante los cuales el Estado 
promueve la generación de Energías no Convencionales 
y Renovables, que incluye la energía solar. En el artículo 
19 de la mencionada ley se menciona que “El Gobierno 
nacional a través del Ministerio de Minas y Energía, 
Ministerio de Vivienda y Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible en el marco de sus funciones, 
fomentarán el aprovechamiento del recurso solar en 
proyectos de urbanización municipal o distrital, en 
edificaciones oficiales, en los sectores residencial y 
comercial” (Ley 1715 de 2014, artículo 19, numeral 2.)
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De otra parte, el Decreto 570 de 2018, establece la 
hoja de ruta para la reconversión de la matriz energética 
nacional a través del impulso de iniciativas de generación 
provenientes de fuentes renovables y complementarias 
a las actuales, y estimula para el aprovechamiento de 
este tipo de recursos que ayudan a mejorar el acceso, 
aumentar la eficiencia y reducir las emisiones de gases de 
efecto invernadero.

ARTICULADO

por la cual se modifica el artículo 45 de la Ley 99 de 
1993.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el inciso 3° al artículo 45 de 
la Ley 99 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 45. Las empresas generadoras de energía 
hidroeléctrica cuya potencia nominal instalada total 
supere los 10.000 kilovatios, transferirán el 6% de las 
ventas brutas de energía por generación propia de acuerdo 
con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión 
de Regulación Energética, de la siguiente manera: 

1. El 3% para las Corporaciones Autónomas 
Regionales o para Parques Nacionales Naturales que 
tengan jurisdicción en el área donde se encuentra 
localizada la cuenca hidrográfica y del área de influencia 
del proyecto y para la conservación de páramos en las 
zonas donde existieren. 

2. El 3% para los municipios y distritos localizados 
en la cuenca hidrográfica, distribuidos de la siguiente 
manera: 

a) El 1.5% para los municipios y distritos de la 
cuenca hidrográfica que surte el embalse, distintos a las 
que trata el literal siguiente; 

b) El 1.5% para los municipios y distritos donde se 
encuentran en el embalse; 

Cuando los municipios y distritos en donde se 
encuentren instaladas las plantas hidroeléctricas, no sean 
parte de la cuenca o del embalse, recibirán el 0.2%, el 
cual se descontará por partes iguales de los porcentajes 
de que tratan los literales a) y b) anteriores. 

proporcionalmente en las transferencias de que hablan 
los literales a) y b) del numeral segundo del presente 
artículo. 

Los recursos destinados a la conservación de páramos 
serán transferidos a la subcuenta creada para tal fin en el 
Fondo Nacional Ambiental (Fonam). En el caso donde 
los páramos se encuentren dentro del Sistema Nacional 
de Parques Naturales serán transferidos directamente a la 
Subcuenta de Parques Naturales. 

Estos recursos solo podrán ser utilizados por 
municipios en obras previstas en el plan de desarrollo 
municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento 
básico y mejoramiento ambiental. 

2. En el Caso de centrales térmicas la transferencia 
de que trata el presente artículo será de 4% que se 
distribuirá así: 

a) 2.5% Para la Corporación Autónoma Regional 
para la protección del medio ambiente del área donde 
está ubicada la planta y para la conservación de páramos 
en las zonas donde existieren.

b) 1.5% Para el municipio donde está situada la 
planta generadora. 

Los recursos para la conservación de páramos serán 
transferidos a la subcuenta creada para tal fin en el Fondo 
Nacional Ambiental (Fonam). Estos recursos solo podrán 

ser utilizados por los municipios en obra: previstas en el 
plan de desarrollo municipal, con prioridad para proyecto: 
de saneamiento básico y mejoramiento ambiental. 

Aquellos municipios que cuenten con ecosistemas de 
páramos, deberán priorizar la inversión de los recursos en 
la conservación de estas áreas.

3. En el caso de parques de generación de energía 
eólica o solar, la transferencia de que trata el presente 
artículo será del 3% que se distribuirá así: 

a) 0.5% para la Corporación Autónoma Regional 
para la protección del medio ambiente del área donde 
está ubicada la planta. 

b) 1.5% para el municipio donde esté situada la 
planta generadora.

c) 1% para el resguardo donde está situada la 
planta generadora. 

Estos recursos solo podrán ser utilizados por el 
resguardo, municipio o el departamento, en obras 
previstas en el Plan de Desarrollo Municipal o Distrital 
y en el Plan de Desarrollo Departamental con prioridad 
para proyectos de inversión social, saneamiento básico 
y mejoramiento ambiental.

Así mismo, los recursos destinados a las Corporación 
Autónoma Regional podrán ser utilizados en los 
proyectos u obras previstos en el plan de gestión que 
establezca la respectiva entidad ambiental.

Parágrafo 1°. De los recursos de que habla este 
artículo, solo se podrá destinar hasta el 10% para gastos 
de funcionamiento.

Parágrafo 2°. Se entiende por saneamiento básico 
y mejoramiento ambiental la ejecución de obras de 
acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos 
de aguas y manejo y disposición de desechos líquidos y 
sólidos. 

Parágrafo 3°. En la transferencia a que hace relación 
este artículo está comprendido el pago por parte del 
sector hidroenergético, de la tasa por utilización de aguas 
de que habla el artículo 43.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de 
la fecha de su publicación.

* * *
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 266 DE 2022 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 700 de 2001 y 
se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 700 
de 2001, el cual quedará así:

Artículo 2°. A partir de la vigencia de la presente ley 
se crea la obligación, para todos los operadores públicos 
y privados del sistema general de pensiones, que tengan 
a su cargo el giro y pago de las mesadas pensionales, de 
consignar la mesada correspondiente a cada pensionado 
en cuentas individuales, en la entidad financiera que el 
beneficiario elija y que tenga sucursal o agencia en la 
localidad donde se efectúa regularmente el pago y en el 
cual tenga su cuenta corriente o de ahorros, si este así 
lo decide.

Para que proceda la consignación de las mesadas 
pensionales, en cuentas de ahorro o corriente, las 
Entidades de Previsión Social deberán realizar 
previamente un convenio con la respectiva entidad 
financiera, especificando que dichas cuentas solo podrán 
debitarse por su titular mediante presentación personal o 
autorización especial. No podrán admitirse autorizaciones 
de carácter general o que la administración de la cuenta 
se confíe a un apoderado o representante.

Parágrafo 1°. Las consignaciones a que hace 
referencia esta ley, solo procederán en entidades vigiladas 
por la Superintendencia Financiera o en Cooperativas 
de Ahorro y Crédito o las Multiactivas integrales con 
secciones de ahorro y crédito, los fondos de empleados 
de categoría plena vigilados por la Superintendencia de 
la Economía Solidaria.

Parágrafo 2°. La Superintendencia de la 
Economía Solidaria, mediante acto administrativo, 
a solicitud de parte podrá autorizar que los fondos de 
empleados de categoría intermedia puedan recibir 
estas consignaciones, siempre y cuando cumplan con 
condiciones de idoneidad administrativa, financiera y 
tecnológica, conforme la reglamentación que expida 
ese ente de control para el efecto o quien haga sus veces. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 700 
de 2001, el cual quedará así:

Artículo 5°. Para hacer efectivo el cobro de las 
mesadas, los pensionados podrán acercarse a la entidad 
financiera en que tengan su cuenta corriente o de ahorros 
cualquier día del mes, una vez esta se haya consignado y 
el cobro se podrá realizar en cualquier ventanilla o medio 
transaccional de la entidad financiera, Cooperativas 
de Ahorro y Crédito o las Multiactivas integrales con 
secciones de ahorro y crédito y los fondos de empleados 
de categoría plena o intermedios, según el caso. La 
Superintendencia Financiera o la Superintendencia 
de la Economía Solidaria conforme a sus competencias, 
vigilarán el cumplimiento de lo aquí dispuesto e impondrá 
las sanciones del caso cuando a ello hubiere lugar.

Parágrafo. En virtud de la protección y asistencia 
que consagra para la tercera edad el artículo 46 
Constitucional, las entidades financieras que manejen 
cuentas de los pensionados no podrán cobrar cuota de 
manejo a estos por la utilización de las mismas.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

De los honorables Congresistas, 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 266 DEL 2022

por medio de la cual se modifica la Ley 700 de 2001 y 
se dictan otras disposiciones.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La presente exposición de motivos está compuesta 

por siete (7) apartes:
1. Objeto del proyecto de ley.
2. Problema a resolver.
3. Cómo se resuelve el problema.
4. Justificación del proyecto.
5. Sustento normativo.
6. Conflicto de intereses. 
7. Referencias.
1. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
La presente ley tiene objeto modificar Ley 700 de 

2001 con el fin de dictar disposiciones para fortalecer a 
las instituciones del sector solidario.

2. PROBLEMA A RESOLVER
Ausencia de una norma que le permita a los fondos de 

empleados de categoría plena prestar el servicio de cobro 
de mesadas pensionales a sus asociados. 

Se estima, de acuerdo a lo señalado por la 
Superintendencia Solidaria (2022), que actualmente 171 
fondos de empleados tendrían la capacidad de prestar este 
tipo de servicios, al encontrarse dentro de la clasificación 
requerida en el proyecto de ley.

3. CÓMO SE RESUELVE EL PROBLEMA
Con el fin de solucionar el problema, proyecto de ley 

modifica la Ley 700 de 2001, en sus artículos 2° y 5°, 
con el fin de incluir las disposiciones necesarias para que 
los fondos de empleados de categoría plena o intermedia, 
previa autorización de la Superintendencia Solidaria, 
puedan fungir como entidades ante las cuales se puede 
realizar el cobro de la mesada pensional.

4. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
El sector solidario, regulado a partir de la Ley 454 

de 1998, desempeña un papel fundamental en la mejora 
del nivel de vida de sus asociados y de sus familias, si se 
tiene en cuenta que el sector solidario tiene como objeto 
fundamental promover el bien común de sus miembros, 
en el ejercicio de su responsabilidad social corporativa. 
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Las entidades que componen este sector han mostrado 
desde sus inicios un fuerte crecimiento de sus asociados 
y entidades, incluso, en algunas ocasiones estas entidades 
se han constituido como una alternativa efectiva para el 
ahorro y crédito, así como para impulsar el bienestar de 
sus asociados y el desarrollo de sus metas. 

En ese sentido, es clave mencionar que el sector 
solidario ya tiene presencia en casi la totalidad del país y, 
al cierre del año 2021, contaba con 6.670.208 asociados, 
vinculados a 3.780 entidades (Supersolidaria, 2022). 
Esta cifra de asociados rodea el 13,06% de la población 
colombiana que, en 2021, según el departamento 
Administrativo Nacional de Estadísticas - DANE, 
registró 51.049.498 habitantes. 

4.1 Los fondos de empleados

4.1.1. Origen

En estudios como los realizados por Ruano & Rubio 
(2016), se referencia que podría hablarse del surgimiento 
y consolidación de los fondos de empleados en la década 
de los años 30 del siglo pasado, año en el que, según ellos: 

“Surgieron en parte de la necesidad de los empleados 
de las empresas por solucionar situaciones imprevistas, 
a través de la ayuda mutua, teniendo la posibilidad 
de ahorrar y solicitar créditos; y por otra parte los 
empleadores se dieron cuenta que a través de estas 
organizaciones asociativas tenían la oportunidad de 
resolver algunos inconvenientes institucionales, lo que 
los motivó a colaborar en su creación y constitución 
durante el comienzo, puesto que lograban ejercer sobre 
los fondos de empleados un control administrativo” 
(Ruano & Rubio, 2016).

Este proceso de consolidación culminaría con la 
expedición del Decreto ley 1481 de 1989, a cargo del 
presidente de ese entonces. Mediante este decreto 
se determinó las disposiciones generales para su 
funcionamiento, su naturaleza y características propias, 
entre otras reglamentaciones. 

4.1.2. Concepto 

Los fondos de empleados son empresas asociativas, 
de derecho privado, sin ánimo de lucro, constituidas 
por trabajadores dependientes y subordinados, esto 
de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto ley 1481 de 
1989. Asimismo, esta normatividad señala que tiene las 
siguientes características:

• Que se integren básicamente con trabajadores 
asalariados. 

• Que la asociación y el retiro sean voluntarios. 

• Que garanticen la igualdad de los derechos 
de participación y decisión de los asociados sin 
consideración a sus aportes. 

• Que presten servicios en beneficio de sus 
asociados. 

• Que establezcan la irrepartibilidad de las 
reservas sociales y, en caso de liquidación, la del 
remanente patrimonial. 

• Que destinen sus excedentes a la prestación 
de servicios de carácter social y el crecimiento de sus 
reservas y fondos. 

• Que su patrimonio sea variable e ilimitado. 

• Que se constituyan con duración indefinida. 

• Que fomenten la solidaridad y los lazos de 
compañerismo entre asociados.

4.1.3. Importancia

Los fondos de empleados a través de la prestación 
del servicio de ahorro y crédito, son de importancia 
estratégica en la generación y fortalecimiento de la 
cultura de la previsión y el ahorro. Su rol ha posibilitado 
el acceso a educación, vivienda, salud y en general el 
crecimiento integral de sus asociados y sus familias. 

De otra parte, estudios como el realizado por Ruano 
& Rubio (2016), referenciado anteriormente, destacan 
la labor de estos fondos en la creación de lazos de 
solidaridad y compañerismo entre sus miembros. 
Destacan también la confianza que se genera entre los 
asociados el acceso a estos servicios en entidades de este 
tipo. Los asociados generalmente confían en estos fondos 
para sacar adelante proyectos productivos, tales como la 
creación de empresa o el emprendimiento pues, según 
los autores, estas entidades satisfacen permanentemente 
a costos razonables las necesidades de crédito de sus 
asociados, ya sea en créditos de libre inversión, consumo, 
vivienda, vehículo o educación (Ruano & Rubio, 2016). 

Asimismo, sobre la importancia de estos fondos, La 
República (2017) en su nota, menciona lo siguiente: 

“Los fondos de empleados son una solución 
financiera con amplias facilidades en comparación con 
otras opciones del mercado. Si bien manejan créditos 
a tasas muy benéficas, el sistema funciona por medio 
de recursos provenientes del ahorro y aportes de sus 
asociados, por lo que requieren que los empleados giren 
parte de su nómina mensualmente y las posibilidades de 
créditos dependen del ahorro colectivo”. 

Por otro lado, de acuerdo con el estudio presentado 
por Analfe (2022) y su Observatorio Socioeconómico 
de los fondos de empleados, en su Informe número 8, 
menciona que la participación de este tipo de entidades 
dentro del sector solidario es del 40%, las cooperativas 
que no ejercen actividad financiera el 51%, las que 
ejercen actividad financiera el 5% y las mutuales el 3%. 
Reflejando, según ellos, una participación importante en 
el total del sector.

Coherente con lo anterior, a junio 30 de 2022, los 
recursos ahorrados en los fondos de empleados ascendían 
a $7,4 billones de pesos (40,7%) y las cooperativas de 
ahorro y crédito (58,8%) de los depósitos totales del 
sector solidario de ahorro y crédito $10.9 billones de 
pesos (Analfe, 2022). 

Frente a su papel en la inclusión financiera, en marzo 
de 2021, 32,7 millones de adultos tenían al menos 
un producto financiero formal, lo que representa un 
incremento de cerca de 0,7 millones frente a diciembre 
de 2020 (Banca de las Oportunidades, 2021).

En total, 32,5 millones de adultos tenían sus 
productos financieros con alguna entidad vigilada 
por la Superintendencia Financiera, 1,8 millones en 
cooperativas con actividad financiera vigiladas por 
la Superintendencia de la Economía Solidaria y 1,15 
millones en ONG microcrediticias. (Banca de las 
Oportunidades, 2021). Por otra parte, es pertinente 
señalar que existen importantes barreras de acceso a los 
servicios financieros, el indicador de acceso fue superior 
en las ciudades y aglomeraciones (98,5%), seguido por 
los municipios intermedios (76,1%) y los municipios 
rurales (69,3% rurales y 57,1% rurales dispersos). Por 
su parte, el indicador de uso mostró un comportamiento 
similar. (Banca de las Oportunidades, 2021).
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Imagen 1. Indicador de acceso y uso a productos 
financieros por categorías de ruralidad

Tomado de: Banca de las Oportunidades, 2021.
4.1.4. Capacidades de los fondos 
En lo que respecta a las capacidades y fortalezas 

de los fondos, encontramos un estudio realizado por 
Mónica Rueda y Juan Fernando Álvarez (2012) acerca 
del panorama de los fondos de empleados en Colombia, 
en el que se hacen las siguientes consideraciones sobre 
las fortalezas de los fondos de empleados: 

“En la mayoría de casos examinados para los 
fondos de empleados, las fortalezas aluden a prácticas 
organizacionales coherentes con la identidad solidaria. 
Entre las examinadas se destacan:

• La eficiencia en la recuperación de su cartera de 
crédito.

• La minimización del riesgo de cartera mediante 
la modalidad de afectación de nómina.

• La capacidad de atender a cada asociado 
de forma individual y de gestionar una cartera con la 
fiabilidad de una información exacta por el conocimiento 
personal del asociado, su familia y su capacidad de pago.

• (…) El apalancamiento financiero interno, 
cuya lógica económica permite asumirlo sin incurrir en 
mayores riesgos.

• Los fondos de empleados gozan de buena 
imagen y reputación en el imaginario colectivo de los 
trabajadores.

• Su trayectoria de buenos manejos administrativos 
y financieros.

• (…) La estabilidad de la legislación.
• La creciente capacidad para realizar convenios 

con empresas prestadoras de servicios, por medio de los 
cuales las economías de escala se trasladan a cada uno 
de los asociados en el momento de realizar el consumo 
de un bien o servicio con su fondo de empleados.

• La facilidad y la economía de adquisición de 
nuevos asociados-usuarios (…)”.

4.1.4.1. Información del Sector cooperativo y 
de los fondos de empleados

a) Razones por las cuales las Cooperativas que 
ejercen actividad financiera, requieren autorización 
del estado para funcionar y los fondos de empleados 
no

Sobre este tema, es menester señalar que la actividad 
financiera del cooperativismo está regulada por el artículo 
39 y s.s. de la Ley 454 de 1998.

Allí se crean dos tipos de cooperativas, unas son 
las cooperativas financieras que son clasificadas como 
establecimientos de crédito, que pueden captar ahorro 

del público en general y de sus asociados y requieren 
para su funcionamiento autorización previa de la 
Superintendencia Financiera de Colombia, quien a su vez 
ejerce su supervisión.

Otras son las Cooperativas de Ahorro y Crédito, 
que pueden captar ahorro únicamente de sus asociados, 
requieren para su funcionamiento de autorización 
previa de la Superintendencia de la Economía Solidaria, 
quien adicionalmente ejerce su supervisión (vigilancia, 
inspección y control).

El artículo 39 de la Ley 454 de 1998, estableció que: 
La actividad financiera del cooperativismo se ejercerá 

siempre en forma especializada por las instituciones 
financieras de naturaleza cooperativa, las cooperativas 
financieras, y las cooperativas de ahorro y crédito, con 
sujeción a las normas que regulan dicha actividad para 
cada uno de estos tipos de entidades, previa autorización 
del organismo encargado de su control.

De lo anterior se tiene que solo las cooperativas 
financieras y las de ahorro y crédito requieren de 
autorización previa para ejercer la actividad financiera, la 
norma no incluyó a los fondos de empleados.

De tal manera que la ley no estableció, que los fondos 
de empleados requieran de autorización previa de la 
Supersolidaria, para captar ahorro de los asociados ni para 
su funcionamiento. El servicio de ahorro y crédito para 
los fondos de empleados está autorizado por el artículo 
22 del Decreto 1481 de 1989. La ley no estableció que los 
fondos de empleados requieran de autorización previa de 
la Supersolidaria para captar ahorro de los asociados ni 
para su funcionamiento. 

b) La supervisión estatal de los fondos 
de empleados en Colombia, cómo la ejerce la 
Superintendencia de la Economía Solidaria

La Ley 454 de 1998, crea la Superintendencia de la 
Economía Solidaria, quien tiene como función, entre 
otras, ejercer la supervisión (vigilancia, inspección y 
control) de las cooperativas, los fondos de empleados y las 
asociaciones mutuales, supervisión que fue reglamentada 
por el Decreto 2159 de 1989, en el cual se establecieron 
para efectos de supervisión tres niveles así:

Primer nivel de supervisión. En este caso la 
supervisión, vigilancia y control, aplicará para todas las 
cooperativas que ejerzan la actividad financiera, en los 
términos del artículo 39 de la Ley 454 de 1998.

Segundo nivel de supervisión. El segundo nivel 
de supervisión se aplicará a aquellas entidades de 
la economía solidaria que no adelanten actividad de 
ahorro y crédito con sus asociados y posean más de mil 
quinientos millones de pesos ($1.500.000.000) de activos. 

Tercer nivel de supervisión. El tercer nivel de 
supervisión se aplicará a las entidades de la economía 
solidaria que no se encuentren dentro de los parámetros 
de los dos primeros niveles de supervisión y cumplan, a 
criterio de la Superintendencia de la Economía Solidaria, 
con las características señaladas en el artículo 6º de la 
Ley 454 de 1998.

Con relación a la normatividad relacionada con 
la vigilancia a los fondos de empleados, los fondos de 
empleados son vigilados dependiendo de su tamaño de 
activos, es decir, existen diferentes niveles de supervisión 
relacionados con las normas aplicables a estas entidades 
para la prestación de servicios de ahorro y crédito y es 
la Superintendencia quien publica la actualización de la 
clasificación de los fondos de empleados por categorías; 
conforme a ello, y desde la expedición del Decreto 344 de 
2017, en el artículo 2.11.5.1.3, se ha definido 3 categorías 
de normas prudenciales que año a año varían conforme 
al tamaño de activos; estas categorías son: Básica, 
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Intermedia y Plena. (Superintendencia de Economía 
Solidaria, 2022).

Imagen 2. Categorización de los fondos de 
empleados

Tomado de: Superintendencia de Economía Solidaria, 
Informe fondos de empleados, junio 2022.

Imagen 3. Evolución del número de fondos de 
empleados

Tomado de: Superintendencia de Economía Solidaria, 
Informe fondos de empleados, junio 2022.

De igual forma el Gobierno nacional expidió el 
Decreto 961 de 2018, regulación prudencial, que regula 
el riesgo de liquidez y fija como Fondo de Liquidez la 
inmovilización del 10% de los ahorros captados, de 
manera similar como lo hace para los bancos que, les 
fija un encaje sobre un porcentaje del 8% de los ahorros 
captados, cabe precisar que este fondo de liquidez busca 
garantizar la devolución oportuna de los ahorros de los 
asociados en todo momento.

De otro lado, mediante el Decreto 962 de 2018, 
también norma de carácter prudencial, fija normas 
de Buen Gobierno para las cooperativas que ejercen 
actividad financiera y para los fondos de empleados, 
en él, se señalan normas en materia de composición de 
juntas directivas, requisitos para su elección, así como 
el periodo máximo de las personas designadas. Para 
el caso de los representantes legales fija exigencias de 
carácter académico, tales como formación profesional 
universitaria en áreas económicas, administrativas o 
sociales, entre otras.

La gestión de los fondos de empleados está basada en 
administración por riesgos, de tal manera, que los fondos 
de categoría plena deben tener implementado un Sistema 
Integral de Riesgos (SIAR), dentro de este sistema están 
incluidos el Sistema de Administración de Riesgo de 
Crédito (SARC), el Sistema de Administración de Riesgo 
de Liquidez (SARL) y el Sistema de Administración 
de Riesgo de Lavado de activos y de Financiación del 
Terrorismo (SALAFT).

4.2. La viabilidad de modificar la Ley 700 de 2001

4.2.1. Cooperativas que pueden ejercer 
actividad financiera

Conforme a lo dispuesto en la Ley 79 de 1988, la 
Ley 454 de 1998, la Ley 454 de 1998 y lo informado 
por la Superintendencia Solidaria 1, la ley permite 
ejercer la actividad financiera a las siguientes entidades 
cooperativas:

1   https://www.supersolidaria.gov.co/es/conceptos-
juridicos-y-contables.

“Cooperativas financieras. Son cooperativas 
financieras los organismos cooperativos especializados 
cuya función principal consiste en adelantar actividad 
financiera. Su naturaleza jurídica se rige por las 
disposiciones de la Ley 79 de 1988 y se encuentran 
sometidas al control, inspección y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia y requieren 
de su autorización previa para ejercer dicha actividad. 
Estas cooperativas se consideran establecimientos de 
crédito y pueden ofrecer sus servicios a terceros no 
asociados. 

(…) Cooperativas de ahorro y crédito. Son 
cooperativas de ahorro y crédito los organismos 
cooperativos especializados cuya función principal 
consiste en adelantar actividad financiera exclusivamente 
con sus asociados. También lo son aquellas cooperativas 
multiactivas o integrales con sección de ahorro y crédito. 
Su naturaleza jurídica se rige por las disposiciones de 
la Ley 79 de 1988 y se encuentran sometidas al control, 
inspección y vigilancia de la Superintendencia de la 
Economía Solidaria y requieren de su autorización previa 
para ejercer dicha actividad. Art. 41 – Ley 454 de 1998”.

Por lo tanto, los fondos de empleados integran 
el subsector solidario de ahorro y crédito. Lo que es 
consecuente con la clasificación del estudio de la Unidad 
de Proyección Normativa y Estudios de Regulación 
Financiera – URF, del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público (2022). En ese subsector participan, además, 
las cooperativas de ahorro y crédito, las cooperativas 
multiactivas o integrales con sección de ahorro y 
crédito, y las asociaciones mutuales. Es decir, cuatro 
formas asociativas, sin ánimo de lucro, cimentadas en la 
captación de los depósitos de los asociados. 

4.2.2. Vulneración del principio de igualdad

El anterior análisis nos lleva a concluir que el sector 
solidario en los últimos años ha venido creciendo de 
forma constante y sostenida, como muestra de confianza 
de los asociados en el mismo, no obstante lo anterior, 
si bien es cierto las cooperativas de ahorro y crédito y 
las multiactivas con sección de ahorro y crédito, hoy 
tienen la oportunidad de pagar mesadas pensionales, 
de conformidad con lo previsto en la Ley 700 de 
2001, modificada por la Ley 952 de 2005, los fondos 
de empleados, no pueden hacer lo propio, sin que se 
conozca una razón para ello, pues como se evidenció en 
precedencia, son empresas solidarias sólidas y confiables, 
situación con la que se puede estar ante una violación al 
principio de igualdad consagrado en nuestra Constitución 
Nacional, en cuanto se otorga un privilegio solo a algunas 
personas jurídicas, sin que para ello exista justificación 
objetiva y razonable. 

La Corte Constitucional ha acogido como criterio 
de igualdad aplicado a toda persona natural el acceso 
a las mismas oportunidades y recursos. Para lograrla 
es necesario buscar que haya equidad, acepción, según 
la cual se reconoce que diferentes poblaciones superen 
barreras para el éxito y trabajan para limitar o eliminarlas. 
La equidad debemos entenderla como aquellas acciones 
que se llevan a cabo para garantizar el cumplimiento 
del derecho de igualdad, haciendo una interpretación 
sistemática del criterio aplicado a personas jurídicas, 
sobre el particular la Corte Constitucional en reiteradas 
oportunidades se ha pronunciado, entre ellas mediante la 
Sentencia C-571 de 2017, en donde precisó:

(…) El derecho a la igualdad está previsto en el 
artículo 13 de la Constitución Política, así como en 
instrumentos internacionales de derechos humanos 
que, en virtud del artículo 93 numeral 2, hacen parte 
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del bloque de constitucionalidad. De este derecho se 
desprenden dos mandatos básicos: (i) otorgar el mismo 
trato a supuestos de hecho equivalentes y (ii) otorgar un 
trato diferente a situaciones de hecho disímiles. Como se 
observa, el rasgo esencial del derecho a la igualdad es 
que implica un juicio de comparación entre dos personas 
o grupos de personas. Para determinar con mayor 
precisión el alcance del derecho a la igualdad, la Corte 
ha especificado estos dos mandatos generales en cuatro 
reglas, a saber: (i) debe darse un tratamiento distinto 
a situaciones de hecho que no tienen ningún elemento 
en común; (ii) debe darse el mismo trato a situaciones 
de hecho idénticas; (iii) debe darse un trato paritario 
a situaciones de hecho que presenten similitudes y 
diferencias, cuando las similitudes sean más relevantes 
que las diferencias; y (iv) debe darse un trato diferente 
a situaciones de hecho que presenten similitudes y 
diferencias, cuando las diferencias sean más relevantes 
que las similitudes. Con el propósito de determinar 
cuándo se presenta alguna de las hipótesis mencionadas 
antes, la Corte ha tenido en cuenta un juicio a partir de 
tres etapas de análisis. Primero, se debe establecer el 
criterio de comparación (también denominado tertium 
comparationis). Segundo, se debe definir si en el plano 
fáctico y en el plano jurídico existe realmente un trato 
igual o diferenciado. Así, una vez establecido el criterio 
de comparación, debe verificarse si efectivamente existe 
un trato igual o un trato diferenciado o si en realidad 
el cargo por vulneración del derecho a la igualdad 
parte de una indebida comprensión o interpretación de 
lo que establece la medida analizada. De este juicio 
pueden entonces desprenderse dos hipótesis: o los 
grupos o personas no son comparables a la luz del 
criterio de comparación y, en consecuencia, no se afecta 
el mandato de trato igual; o los grupos o personas sí 
pueden ser asimiladas y, en esa medida, se presenta 
una afectación prima facie del derecho a la igualdad. 
Si ocurre lo segundo (si las personas o grupos pueden 
ser asimilados), en tercer lugar, se debe determinar si 
la diferencia de trato se encuentra constitucionalmente 
justificada, análisis que varía, pues puede hacerse 
en intensidades distintas, teniendo como propósito 
salvaguardar el principio democrático y la separación 
de poderes, sin afectar gravemente los derechos 
inalienables de la persona (artículos 1°, 5° y 113 de la 
Constitución, respectivamente). En este sentido, la Corte 
ha señalado que el juicio de proporcionalidad no puede 
ser aplicado con la misma intensidad en todos los casos. 
De no proceder así (es decir, si siempre se aplicara la 
misma intensidad en el análisis de proporcionalidad), 
las competencias de los diferentes órganos del Estado, 
al igual que las posibilidades de actuación de los 
particulares en ejercicio de la libre iniciativa privada, 
podrían resultar anuladas o afectadas gravemente. 
Ello se debe a que, en últimas, en este paso lo que se 
analiza es si la diferenciación prevista por la medida 
analizada es o no proporcional. Con fundamento en lo 
anterior, la jurisprudencia constitucional ha reconocido 
tres intensidades que pueden tenerse en cuenta para este 
análisis, a saber: leve, intermedia y estricta. () En cada 
caso deberá el juez valorar las diferentes razones que 
concurren para fundamentar la intensidad del juicio”.

(…)

De otro lado, como se ha señalado, el sector solidario 
de ahorro y crédito, cuenta entre sus asociados con 
aproximadamente trescientos cincuenta mil pensionados, 
que representa el 8% de la población pensionada 
en Colombia, según encuesta de Analfe y cifras de 
Supersolidaria, que bien podrían tener a un fondo de 
empleados y cooperativa de ahorro y crédito como la 

entidad, a través de la cual recibe su mesada pensional, y 
de manera simultánea accede a los servicios y beneficios 
que brinda el sector solidario.

La pensión de jubilación de la persona ha sido factor 
de aseguramiento de una vida digna para los mayores de 
edad, que, con base en las aportaciones durante su vida 
laboral, obtienen el derecho a una mesada periódica. 
Este derecho se tramita a través del sistema financiero 
tradicional, no obstante, resulta imperativo que los fondos 
de empleados y las citadas cooperativas, al generar el 
vínculo económico y social con numerosos titulares del 
derecho a la pensión, son instituciones que por su esencia 
se constituyen en entidades adecuadas y expeditas para 
adelantar el proceso de pago de estos valores, al contar 
con el instrumento esencial de vinculación económica: 
la cuenta de ahorro de que dispone en la organización 
solidaria.

Por otra parte, la viabilidad de este proceso se 
fundamenta en lo determinado en la Carta Magna, 
especialmente en los artículos 58 y 333, que determinan 
que el Estado protegerá y garantizará toda forma de 
organización solidaria.

Así mismo, mediante las Leyes 79 de 1988, 454 de 
1998 y el Decreto 1481 de 1989, se estableció que las 
organizaciones solidarias son organizaciones que gozan 
de protección especial por parte del Estado, dada su 
importancia en la generación de promoción del ahorro y el 
desarrollo social, mediante la atención a las necesidades 
de los asociados y sus familias. 

Con base en lo expuesto resulta procedente que los 
fondos de empleados y las cooperativas especializadas, 
multiactivas e integrales con sección de ahorro y crédito, 
sean autorizadas, previo el cumplimiento de condiciones 
adecuadas, para ser canal de pago de las mesadas 
pensionales a través de sus cuentas de ahorro.

Las anteriores consideraciones, nos llevan a proponerle 
al Honorable Congreso de la República que se permita 
que además de las cooperativas, los fondos de empleados 
de categoría plena que cuentan con una supervisión 
exigente y rigurosa por parte de la Superintendencia de 
la Economía Solidaria, sean habilitados para pagar las 
mesadas pensionales a través de las cuentas de ahorros 
de alrededor de trescientos cincuenta mil pensionados 
poseen en estas entidades.

De igual forma, se propone que aquellos fondos de 
categoría diferente a la plena puedan adelantar ese pago, 
siempre y cuando cuenten con autorización del Ente de 
supervisión cuando, estos cuenten con condiciones de 
idoneidad administrativa, financiera y tecnológica, que, 
a juicio de esa superintendencia, puedan prestarles el 
servicio a sus asociados pensionados.

5. NORMATIVIDAD RELACIONADA

5.1. Normas del sector solidario

Se referencia la normatividad relacionada, conforme 
a lo informado por la Superintendencia Solidaria, entre 
otras entidades.

• Ley 79 de 1988, mediante la cual se actualizó la 
legislación cooperativa.

• Decreto ley 1481 de 1989, mediante el cual se 
crearon los fondos de empleados.

• Ley 454 de 1998, mediante la cual se definió 
el marco conceptual de la economía solidaria, crea la 
Superintendencia Solidaria, entre otras entidades. 
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• Ley 1391 de 2010, mediante la cual se modificó 
el Decreto ley 1481 de julio 7 de 1989, que consagra 
la naturaleza jurídica, características, constitución y 
régimen interno de los fondos de empleados.

6. CONFLICTOS DE INTERÉS

Dando alcance a lo establecido en el artículo 3° de la 
Ley 2003 de 2019, “Por la cual se modifica parcialmente 
la Ley 5ª de 1992”, se hacen las siguientes consideraciones 
a fin de describir la circunstancias o eventos que podrían 
generar conflicto de interés en la discusión y votación 
de la presente iniciativa legislativa, de conformidad con 
el artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, modificado por el 
artículo 1° de la Ley 2003 de 2019, que reza: 

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los 
Congresistas. Todos los Congresistas deberán declarar 
los conflictos de intereses que pudieran surgir en el 
ejercicio de sus funciones.

Se entiende como conflicto de interés una situación 
donde la discusión o votación de un proyecto de ley o 
acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del Congresista. 

Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o 
genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o 
elimina obligaciones a favor del Congresista de las que no 
gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que 
afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales 
o administrativas a las que se encuentre formalmente 
vinculado. 

Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura 
en las circunstancias presentes y existentes al momento 
en el que el Congresista participa de la decisión.

Beneficio directo: aquel que se produzca de forma 
específica respecto del Congresista, de su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o parientes dentro 
del segundo grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil. (…)”.

Sobre este asunto la Sala Plena Contenciosa 
Administrativa del Honorable Consejo de Estado en su 
Sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, M. P. Carlos 
Enrique Moreno Rubio, señaló que:

“No cualquier interés configura la causal de 
desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será 
aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 
per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre 
su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; 
particular, que el mismo sea específico o personal, bien 
para el Congresista o quienes se encuentren relacionados 
con él; y actual o inmediato, que concurra para el 
momento en que ocurrió la participación o votación del 
Congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros 
o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés 
puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o 
moral, sin distinción alguna”. 

En ese sentido, se estima que la discusión y aprobación 
del presente Proyecto de Ley podría configurar un 
beneficio particular, actual o directo a favor de un 
Congresista, de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente o pariente dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, que 
haga parte de las juntas directivas u órganos directivos de 
fondos de empleados. 

Es menester señalar que la descripción de los posibles 
conflictos de interés que se puedan presentar frente 
al trámite o votación del presente Proyecto de Ley, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5ª de 
1992 modificado por la Ley 2003 de 2019, no exime al 
Congresista de identificar causales adicionales en las que 
pueda estar incurso.

De los honorables Congresistas, 
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Proyecto de Ley número 262 de 2022 Cámara, 

por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 
1992, se crea la Comisión Legal del Congreso 
de la República para la defensa, protección 
y promoción de los derechos de los pueblos 
indígenas y se dictan otras disposiciones. ................. 1

Proyecto de ley número 263 de 2022 Cámara, 
por el cual se modifica el artículo 45 de la 
Ley 99 de 1993, por la cual se modifica 
el artículo 45 de la Ley 99 de 1993. ......................1 2
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